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ACCIONANTE:JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ G.
DECLARA IMPROCEDENTE

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:  
Sentencia – 14 de diciembre de 2017 

Proceso: 


Tutela – Contra providencia. Acumulación jurídica de penas  -Improcedente

Radicación Nro. :
  
660012204000201700279-00
Accionante: 

JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA
Accionado: 

Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

Magistrado Sustanciador: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Tema: 


CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS / EN TRÁMITE / IMPROCEDENTE - Como se puede apreciar, fueron dos hechos que tuvieron ocurrencia en circunstancias de tiempo, modo y lugar diferentes y en ese contexto no podría pensarse en una “acumulación de procesos” como lo refiere el actor, o más concretamente en una conexidad procesal, al no presentarse ninguno de los requisitos que para ello contempla el canon 51 C.P.P., lo que ameritaba que por cada uno de los delitos cometidos por el señor GUTIÉRREZ  GARCÍA se adelantara la respectiva actuación procesal, como así acaeció.

Igualmente y aunque del escrito de tutela se entiende que el accionante reclama que se proceda a efectuar la acumulación jurídica de penas, de la información que suministró el Juzgado Primero Penal del Circuito, se da cuenta que tal procedimiento ya se realizó y ello conllevó a que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por auto de marzo 18 de 2016 dispusiera la acumulación de las penas impuestas al señor GUTIÉRREZ GARCÍA, para estimar que la sanción que debía expiar era de 156 meses y 19 días de prisión, y multa de 825.367.246, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término de dicha pena.

Como se aprecia, el actor ha acudido a los mecanismos ordinarios que prevé el ordenamiento procedimental penal, para hacer valer sus derechos en el interior del proceso que se surte en su contra, el cual se halla en trámite, y al respecto han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas  de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”,…
(…)
Ahora bien, como se entiende que el actor también cuestiona el haber sido condenado por la segunda ilicitud, de la cual no tiene responsabilidad alguna, como así lo refirió la persona responsable de tal hecho, debe indicarse que no es la tutela la llamada a ingresar en el análisis de tal circunstancia, toda vez que el ordenamiento procedimental penal consagró para dichos efectos  la acción de revisión, a que alude el canon 192 C.P.P. y sería esa la vía a la cual podría concurrir el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ para demostrar tal situación y de contera hacer valer sus pretensiones al respecto.

Finalmente y aunque el tutelante también discute el obrar de su apoderado, de quien indica que faltó a la lealtad y ética profesional, al acceder a los requerimientos del Juzgado y la Fiscalía, debe señalarse que de estar inconforme con la actividad que desarrolló su abogado, ello tampoco es del resorte del juez constitucional, ya que la competente para establecer si en realidad el defensor incurrió en alguna falta a los deberes que le asisten, es la jurisdicción disciplinaria y por ende bien podría acudir el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ ante el Consejo Seccional de la Judicatura para que sea allí donde determine lo pertinente.

Como se aprecia de lo anterior, no es la tutela la vía que deba ser usada para para intervenir en los asuntos planteados por el señor GUTIÉRREZ GARCÍA, en atención al principio de subsidiariedad, amén de la existencia de otros medios de defensa judicial, a los cuales puede concurrir para que sea allí donde se establezca si en efecto se presentó afectación alguna a los derechos que reclama.

En ese orden de ideas, estima la Sala que la tutela promovida por el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA en contra de los Juzgados Primero Penal del Circuito y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital es improcedente, y en consecuencia la misma se despachará en forma desfavorable.
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                                      RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de diciembre de dos mil diecisiete (2017)
                                                                    Acta de Aprobación N° 1392
                                                    Hora: 11:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA contra el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y libertad.     

2.- SOLICITUD 

Informa el señor GUTIÉRREZ GARCÍA que el Juzgado Primero Penal del Circuito lo condenó en abril 4 de 2016 y abril 15 de 2017 por tráfico de estupefacientes a las penas de 88 meses y 112 meses y 15 días, respectivamente, pero el juez obvió la acumulación de procesos a pesar de que había aceptado cargos y fue condenado por algo que no tuvo nada que ver, con lo cual se le vulnera el debido proceso, la igualdad y derecho a la libertad, al no poder acceder a un subrogado penal.

Informa que su abogado faltó al principio de lealtad y ética profesional al acceder a la pretensión del juez y la fiscalía y con ello se vulneraron sus derechos, por lo cual obtuvo una condena muy alta sin tener en cuenta que carecía de antecedentes y mucho menos debió ser condenado por esas dos conductas por separado, por lo cual debe revisarse el asunto para que se tome una decisión en derecho, máxime que el Juez debía partir de las penas mínimas.  Esgrime que lleva 30 meses privado de la libertad y quisiera acceder a la prisión domiciliaria, que igualmente es una privación de su libertad y al haber trabajado y estudiado ha demostrado su compromiso con la justicia para acceder a tal beneficio.

Pide  se tutelen sus derechos fundamentales, se revise su proceso y se adopte una sentencia cuantitativa, según los cargos endilgados y por ende se le reduzca la pena impuesta por una adecuada a su responsabilidad en el primer caso o en su defecto, se proceda a una acumulación de condenas que sea justa y acorde con las penas mínimas que estable el Código Penal Colombiano.

3.- CONTRADICTORIO
Del trámite constitucional se corrió traslado al Juzgado Primero Penal del Circuito y se dispuso la vinculación del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, a quien funge como apoderado del actor y al agente del Ministerio Público delegado ante los referidos despachos judiciales, frente a lo cual se pronunció únicamente el Juez Primero Penal quien expresó lo siguiente:

Ante ese despacho se adelantaron dos procesos en contra del señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA, el primero ocurrido en agosto 22 de 2015, donde a raíz de un allanamiento se le privó de la libertad, fecha en la cual se le imputaron cargos por tráfico de estupefacientes, mismos que no aceptó y posteriormente en marzo 3 de 2016, al inicio de la audiencia de formulación de acusación se informó por parte de la Fiscalía que se había llegado a un preacuerdo  que fue debidamente aprobado y por ello en abril 4 de 2016 se condenó a la pena de 88 meses de prisión y se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena y la prisión domiciliaria, decisión contra la cual no se presentó recurso.

El segundo hecho tuvo ocurrencia en agosto 28 de 2015, cuando fue detenido en compañía de otras personas que se movilizaban en un vehículo donde fue hallada sustancia estupefaciente, y aunque en primera oportunidad la Fiscalía no le formuló imputación y dispuso su libertad, posteriormente en agosto 18 de 2016 se realizó la misma, en la cual aceptó cargos y finalmente se dictó sentencia en febrero 15 de 2017 por la cual se condenó a 112 meses y 19 días de prisión, frente a lo cual el defensor interpuso recurso de apelación, del cual  días después desistió,  y por ende el fallo cobró ejecutoria.

Expresa no ser el competente para asumir el trámite de la acumulación jurídica de penas, el cual debe ventilarse ante el Juzgado que vigila la pena, y si el actor no estuvo de acuerdo con alguno de los fallos adoptados, debió agotar los recursos pertinentes, máxime que en ambos procesos estuvo representado por un profesional del derecho. Aduce finalmente que mediante decisión de marzo 18 de 2017 el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas acumuló las penas de los procesos a los que hace alusión el accionante, y en consecuencia estima que no es procedente la tutela por no vulnerarse derechos ni garantías del señor GUTIÉRREZ GARCÍA.

Por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas, del abogado del actor y del representante de la sociedad, se guardó silencio.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.

5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ CARDONA concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos que estima conculcados por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, al no haberse acumulado los procesos que se adelantaron en su contra, así como las penas que le fueron impuestas, e igualmente por haber sido condenado en un asunto donde no tuvo participación alguna.

Como de la información suministrada por el actor se desprende que el mismo ataca determinaciones adoptadas por autoridades judiciales, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar las citadas decisiones, para luego establecer si hay o no lugar a realizar un análisis de fondo al caso concreto
.

Con antelación a ingresar en el análisis de fondo, la Colegiatura estima pertinente hacer mención a un pronunciamiento
 de la H. Corte Constitucional en la que esa Corporación recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó lo siguiente: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
 del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Y de la información que se arrimó en sede de tutela, se evidencia que no se cumple con algunos de los requisitos generales, los cuales deben concurrir
, para pregonar que la acción constitucional sí procede contra decisión judiciales, máxime que tampoco se hizo alusión a ninguna de las causales específicas de procedibilidad de la acción. Baste para el efecto señalar lo siguiente:

· En punto del agotamiento de los recursos ordinarios es evidente que contra las dos sentencias proferidas en contra del señor JOHRYM ANDRÉS GUTIERREZ no se interpuso recurso alguno, y si en gracia de discusión admitimos que sí se hizo al menos contra una de las decisiones cuestionadas, frente a ello debe decirse, como así lo informa el Juzgado Primero Penal del Circuito, que pese a haberse presentado apelación contra la segunda sentencia, el abogado defensor del sentenciado desistió del recurso y por ende las sentencias cobraron firmeza. Tal requisito en consecuencia, no se cumple.

· En cuanto al principio de inmediatez, es claro que acá tampoco se presenta, toda vez que los fallos que tilda como contrarios en derecho, fueron dictados en abril 4 de 2016 y  febrero 15 de 2017, es decir, la última sentencia que fue la más reciente adoptada, se profirió hace aproximadamente 10 meses, mientras que la primera hace aproximadamente 20 meses, y de haber considerado que con los mismos se trasgredían sus derechos, debió acudir con mayor antelación al trámite constitucional, lo cual no hizo, por lo que esta exigencia tampoco se acata.

Como se aprecia, no se observan al menos dos de esos requisitos de procedibilidad de la tutela, para que esta proceda como mecanismo transitorio para la protección de derechos fundamentales. Aun así y al tener en cuenta la existencia de una relación especial de sujeción con el Estado que ostenta el accionante por encontrarse privado de su libertad, estima la Sala importante hacer claridad al mismo que al revisar las decisiones que en su contra fueron adoptadas, no se encuentra irregularidad alguna que haga necesaria la intervención del juez constitucional.
Eso lo decimos por cuanto es evidente que las dos sentencias proferidas en contra del señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA, sucedieron en momentos fácticos totalmente diferentes, la una ocurrida en agosto 22 de 2015 cuando al realizarse un allanamiento y registro a la vivienda ubicada en la Calle 76C Nro. 26C-25 del Barrio Cuba de Pereira, se incautaron 1.209,6 gramos de cannabis, donde fue capturado el antes mencionado en compañía de otra mujer, lo que ameritó que en  abril 4 de 2016 se profiriera sentencia de condena en su contra, amén del preacuerdo al que llegó con la Fiscalía, habiéndose sentenciado a una pena de 88 meses de prisión y multa equivalente a $73.249.708.
El segundo hecho tuvo ocurrencia en agosto 28 de 2015 cuando el acá accionante fue aprehendido en compañía de otras personas que se movilizaban en un vehículo taxi, donde fue hallado cannabis con un peso neto de 12.725 gramos, cargos que el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ aceptó y por lo cual en febrero 15 de 2017 se dictó un fallo en su contra, habiendo sido condenado a pena de  112 meses y 19 días de prisión, así como multa equivalente a $752.117.538 y no obstante que contra dicha decisión su abogado interpuso recurso de apelación, días después desistió del mismo.
Como se puede apreciar, fueron dos hechos que tuvieron ocurrencia en circunstancias de tiempo, modo y lugar diferentes y en ese contexto no podría pensarse en una “acumulación de procesos” como lo refiere el actor, o más concretamente en una conexidad procesal, al no presentarse ninguno de los requisitos que para ello contempla el canon 51 C.P.P., lo que ameritaba que por cada uno de los delitos cometidos por el señor GUTIÉRREZ  GARCÍA se adelantara la respectiva actuación procesal, como así acaeció.

Igualmente y aunque del escrito de tutela se entiende que el accionante reclama que se proceda a efectuar la acumulación jurídica de penas, de la información que suministró el Juzgado Primero Penal del Circuito, se da cuenta que tal procedimiento ya se realizó y ello conllevó a que el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por auto de marzo 18 de 2016 dispusiera la acumulación de las penas impuestas al señor GUTIÉRREZ GARCÍA, para estimar que la sanción que debía expiar era de 156 meses y 19 días de prisión, y multa de 825.367.246, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término de dicha pena.

Como se aprecia, el actor ha acudido a los mecanismos ordinarios que prevé el ordenamiento procedimental penal, para hacer valer sus derechos en el interior del proceso que se surte en su contra, el cual se halla en trámite, y al respecto han sido varios los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de XXXXX se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

De igual forma, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita la protección no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se dijo: 
“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración”.

Ahora bien, como se entiende que el actor también cuestiona el haber sido condenado por la segunda ilicitud, de la cual no tiene responsabilidad alguna, como así lo refirió la persona responsable de tal hecho, debe indicarse que no es la tutela la llamada a ingresar en el análisis de tal circunstancia, toda vez que el ordenamiento procedimental penal consagró para dichos efectos  la acción de revisión, a que alude el canon 192 C.P.P. y sería esa la vía a la cual podría concurrir el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ para demostrar tal situación y de contera hacer valer sus pretensiones al respecto.

Finalmente y aunque el tutelante también discute el obrar de su apoderado, de quien indica que faltó a la lealtad y ética profesional, al acceder a los requerimientos del Juzgado y la Fiscalía, debe señalarse que de estar inconforme con la actividad que desarrolló su abogado, ello tampoco es del resorte del juez constitucional, ya que la competente para establecer si en realidad el defensor incurrió en alguna falta a los deberes que le asisten, es la jurisdicción disciplinaria y por ende bien podría acudir el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ ante el Consejo Seccional de la Judicatura para que sea allí donde determine lo pertinente.

Como se aprecia de lo anterior, no es la tutela la vía que deba ser usada para para intervenir en los asuntos planteados por el señor GUTIÉRREZ GARCÍA, en atención al principio de subsidiariedad, amén de la existencia de otros medios de defensa judicial, a los cuales puede concurrir para que sea allí donde se establezca si en efecto se presentó afectación alguna a los derechos que reclama.

En ese orden de ideas, estima la Sala que la tutela promovida por el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA en contra de los Juzgados Primero Penal del Circuito y Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital es improcedente, y en consecuencia la misma se despachará en forma desfavorable.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción constitucional reclamada por el señor JOHRYM ANDRÉS GUTIÉRREZ GARCÍA.
SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� La Corte Constitucional en Sentencia T-060 de 2016, señaló ”En conclusión, se ha reiterado que siempre que concurran los requisitos generales y, por lo menos, una de las causales específicas de procedibilidad contra las providencias judiciales, es procedente ejercitar la acción de tutela como mecanismo excepcional por vulneración de derechos fundamentales. Razón por la cual, en el caso en concreto, previo a plantearse el problema jurídico, la Sala Tercera de Revisión procederá a verificar el cumplimiento de los mismos”. -negrillas de la Sala-





� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13
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